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SEÑOR PRESIDENTE (Vega Llanes).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Diputados tiene el agrado de recibir al 
doctor Alvaro Eguren en su calidad de asesor de la Federación Médica del Interior, quien se referirá al 
proyecto de ley de Descentralización de los Servicios de Salud del Estado. 


SEÑOR EGUREN.- En primer lugar, agradezco la invitación y la deferencia que ha tenido esta 
Comisión al invitar a FEMI a participar y dar su opinión con respecto a este nuevo proyecto de ley de 
descentralización de ASSE. 


Como es de vuestro conocimiento, FEMI ha elaborado y hecho llegar a los legisladores de todos los Partidos 
distintos documentos en los cuales ha emitido opinión sobre los tres proyectos que son la base de la reforma 
del sistema de salud: el relativo a la descentralización de ASSE, el de ampliación de la seguridad social y 
creación del FONASA y aquel en el que se prevé la creación del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Podemos decir que el proyecto de ley que hoy está a consideración de esta Comisión levanta la mayor parte 
de las objeciones de orden técnico-jurídico que FEMI había planteado en su oportunidad respecto a la 
primera iniciativa que el Ministerio de Salud Pública había presentado en el ámbito del Consejo Consultivo 
de la Salud. Advertimos que en esta nueva redacción se han seguido criterios tradicionales y que se han 


recogido principios y conceptos contenidos en las Cartas Orgánicas de creación de entes autónomos y 
servicios descentralizados de nuestro país. 


No obstante, debemos señalar que este proyecto carece de un punto sobre el que FEMI ha hecho cuestión 
durante la discusión de la reforma: la falta de regulación de la competencia. Hemos señalado en distintos 
ámbitos que este proyecto no tiene un capítulo por el que se regule la competencia entre los distintos 
prestadores públicos y privados. 


(Ingresan a Sala los señores Representantes Asqueta Sóñora y Maseda) 


En un mercado en el que habrá que ingresar el Estado a competir con las instituciones de asistencia 
médica públicas y privadas a través de una institución como ASSE, que seguramente pasará a ser una de las 
empresas públicas más grandes del país por su volumen presupuestal, por su cantidad de funcionarios y por la 
extensión territorial de sus servicios, se hace imperiosa la existencia de un marco regulatorio de su actuación 
en el marco de la captación de afiliados que lógicamente se dará con el transcurso del tiempo. 


Decimos esto porque ya advertimos que en el proyecto de ley de ampliación de la seguridad social se crea 
una situación que FEMI ya ha señalado como injusta; me refiero a que se vuelca el excedente de la 
recaudación del FONASA a un proveedor que en este caso específico será ASSE. Entendemos que esas son 
cuestiones que este proyecto debería regular para que el mercado funcionara más correctamente. 


En este sentido, debemos recordar también que ASSE contará con los recursos que presupuestalmente le 
asignará el Estado, con las recaudaciones por la venta de servicios al FONASA -o a la Junta Nacional de 
Salud en el futuro- y, además, con estos excedentes; por lo tanto, dispondrá de herramientas financieras que 
excederán las posibilidades de los demás proveedores de servicios de asistencia. 


De la misma manera, advertimos que, ya que ASSE va a ser una prestadora de servicios comerciales, de 
acuerdo con nuestro criterio debería estar incluida en el artículo 221 de la Constitución y no en el 220, como 
ocurre actualmente. Consideramos que esto es trascendente, en tanto las instituciones contempladas por el 
artículo 220 gozan de beneficios fiscales que no alcanzan a las instituciones de asistencia médica colectiva; 
por lo tanto, este es otro factor que puede generar una diferencia importante en materia de manejo de 
recursos. 


Vinculado con el tema de la regulación de la competencia, debemos decir que FEMI también ha propuesto 
que el control del sistema se efectúe a través de una unidad reguladora que, al igual que el resto de las 
existentes hoy en día -como la URSEA y la URSEC-, se ubique en la cabeza del sistema dominante, es decir, 
en la Presidencia de la República. Entendemos que es el ámbito desde el que conviene al sistema que estén 
dadas las pautas y los controles en materia de regulación de la competencia. 


No es mucho más lo que tengo por agregar; quedo a las órdenes para responder las preguntas que entiendan 
pertinente formular. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Me llamó la atención que planteara la posibilidad de que este 
organismo descentralizado no estuviera incluido en el artículo 220 de la Constitución sino en el 221. El 
artículo 221 de la Constitución refiere a organismos industriales y comerciales; entonces, su planteo me 
genera una duda. Me gustaría conocer cuál es la explicación en la que basa su planteo de que este 
servicio descentralizado que se crea entraría dentro de las características de lo comercial. 


SEÑOR EGUREN.- Entendemos que la actividad que va a prestar este servicio descentralizado -que 
debe ser descentralizado porque la Constitución así lo dispone- es comercial y, por lo tanto, entraría 
dentro de las previsiones del artículo 221, al igual que otros servicios descentralizados que también 
tienen una amplia actividad comercial y están incluidos en él; podemos recordar el caso de ANTEL. 


En caso de que resultara incluido en el artículo 220 de la Constitución, se generarían asimetrías en el 
tratamiento fiscal, por cuanto los organismos que pertenecen a este artículo tienen una serie de 
exoneraciones, por ejemplo, en materia de importaciones. Hoy cualquier institución que tenga que importar 
un tomógrafo tiene que pagar todos los impuestos de importación, IVA y demás, de esa operación. Si mañana 
ASSE tiene que comprar tecnología, lógicamente, la va a conseguir a precios mucho más económicos que los 


que puede conseguir una IAMC. Este es simplemente un ejemplo que quiero dar para que se pueda apreciar 
la diferencia que habrá en cuanto a la asignación de los recursos de cada institución en el mercado de 
competencia abierta. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Este un problema conceptual, porque uno entiende que UTE vende 
energía eléctrica y ANTEL servicios telefónicos. Pero la duda que se me genera desde el punto de vista 
conceptual es si este sistema de salud está vendiendo, es decir, si la salud se puede comprar o vender. 
Esto es algo que está fuera de lo que es lo material y de lo que se puede comercializar, porque la salud 
no es solamente el brindar asistencia directa, sino que incorpora toda otra serie de conceptos que a 
veces van mucho más allá de ella y que me cuesta pensar que sean comercializables. Yo creo que esto 
no está claro y tal vez ese fue el motivo por el cual se ubicó en el 220 y no en el 221. Creo que este va a 
ser un tema de discusión. 


SEÑOR EGUREN.-- Tradicionalmente la actividad del Estado en materia de prestación de servicios de 
salud ha sido enfocada como un servicio social y no como un servicio público. Cuando uno analiza la 
actividad que realizan esos otros entes industriales o comerciales aprecia que se manejan con un 
criterio de venta de servicios que por supuesto cumple un servicio público. Acá tenemos un cambio por 
el cual ASSE va a pasar a ser un vendedor de servicios y un proveedor más de una entidad que se va a 
llamar Junta Nacional de Salud y que la va a tratar en paridad de condiciones con el resto del sector en 
cuanto al pago de las cuotas de salud. 


El artículo 5” del proyecto de ley que estamos analizando se refiere a las facultades del Directorio de ASSE y 
dice que tendrá los siguientes poderes jurídicos: fijar aranceles y contraprestaciones por sus servicios, con la 
aprobación del Poder Ejecutivo. Esto está en línea con la disposición constitucional que dice que cuando un 
ente fija el precio de sus tarifas lo debe hacer previa homologación del Poder Ejecutivo. Es decir que va a 
haber aranceles y contraprestaciones que son propios de una actividad comercial, sin dejar de tener en cuenta 
toda la connotación social que significa la prestación de asistencia para toda la población. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Saludo al invitado y a la institución que representa. 


Tenía una observación similar -para la discusión interna de la Comisión- con respecto a la inclusión en los 
artículos constitucionales, pero quiero saber si comprendo exactamente lo que el invitado quiso decir, 
teniendo en cuenta la intervención de nuestro colega, el señor Diputado Gallo Imperiale. 


Coincido con el Diputado Gallo Imperiale y, aquí, en nuestro país, he escuchado a médicos y no solo a 
médicos, en diversas instancias, foros y debates, decir que la salud no debería ser una mercancía. Creo que 
ese es un concepto muy arraigado entre nosotros. El tema es que para obtener un buen estado de salud, tanto 
la sociedad como el ser humano, debe desembolsar dinero, y en nuestro país, dada la actual situación -creo 
que ese no es un tema para discutir- sobre todo de las instituciones de salud pública, el uruguayo medio opta, 
en lo posible, por el mecanismo de la compra de servicios; mediante la afiliación a algún servicio cualquiera 
del subsector privado, "se supone" -esto lo digo entrecomillado- que obtiene una mejor garantía, mayor 
seguridad o una mejor visión de futuro para sí y para su familia en cuanto a la preservación de la salud o a 
conseguir un buen estado de salud en el caso de perderlo. Yo interpreto -y creo que lo compartimos- que no 
debería ser una mercancía, pero teniendo en cuenta lo que pasa en el mundo, cualquier servicio de salud 
necesariamente se comporta según ciertas reglas de mercado. 


Preguntaría si lo que se quiso decir es que en el marco del nuevo Sistema Nacional Integrado de Salud -que 
va a estar regido no solo por esto sino por un conjunto normativo que se está discutiendo actualmente en el 
Parlamento-, las instituciones que hoy comprenden parte de un subsistema privado van a quedar en 
inferioridad de condiciones frente a otras, como esta del subsistema público que se va a crear con ASSE. Hice 
mención a un proyecto que está a estudio del Senado y aunque no es un tema para discutir aquí, entiendo que 
necesariamente hay que englobarlo ya que este proyecto hace referencia a algunos instrumentos a crear, 
según el artículo correspondiente del Presupuesto Nacional. 


Si entendí bien, mi pregunta iba de la mano con que en un futuro los usuarios del Sistema Nacional Integrado 
de Salud, que van a ser todos los habitantes del país, todos los que residan en el territorio de la República 
Oriental del Uruguay, van a poder "adquirir" o "comprar" -entre comillas; no sé cuál es el término a utilizar; 


quizás me esté equivocando- una especie de aseguramiento, que podrá ser a instituciones del subsistema 
privado o del subsistema público. De hecho, la propia señora Ministra de Salud Pública, en diversas 
comparecencias, ha hablado de la libertad de elección, de que en el futuro cualquier ciudadano podrá acceder 
a cualquiera de los servicios y que todos ellos deberían ofrecer la misma garantía para la salud de todos los 
usuarios. Es absolutamente compartible esto de que todos ofrezcan la misma garantía al usuario, algo que, 
lamentablemente, no ocurre hoy con algunos servicios. En ese entendido, mi posición es que -y lo he 
manifestado- algún aspecto de este proyecto y, sobre todo algunos de los otros que están a consideración, 
implican un cierto grado de injusticia para el subsistema privado con respecto al subsistema público en 
cuanto a fuentes de ingreso. 


Quizás fue demasiado larga la pregunta, pero quiero ver si entendí más o menos bien el concepto que 
estamos manejando, lo que el invitado ha querido manifestar cuando habla de cambiar la referencia al 
artículo de la Constitución -es decir, del 220 al 221- y también cuando habló hace un momento sobre que los 
excedentes -presumo que en la sesión de la Cámara de hoy se va a crear el Fondo Nacional de Salud- fueran 
exclusivamente a ASSE. Pregunto si es eso lo que estamos discutiendo. 


SEÑOR EGUREN.- Efectivamente, si nosotros miramos el proyecto de ley relativo a la reforma del 
sistema tributario nacional, advertimos que se ha establecido una serie de exoneraciones fiscales para 
las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. Por otra parte, si tomamos este proyecto, vemos que 
ASSE va a tener exoneraciones que son otras que las previstas para las ITAMC. Entonces, estas que 
están previstas en este proyecto colocan a ASSE en un lugar predominante en algunos aspectos; pero 
con la referencia al artículo 221 de la Constitución quizás se coloque a las IAMC en un sistema 
predominante frente a ASSE. Por eso entendemos que, quizás, debiera haber un marco; y por eso 
reclamamos un marco de competencia en el que todas las instituciones, sean públicas o privadas, estén 
bajo el mismo tratamiento fiscal. 


Creo que con esto resumo la posición. 


Yendo al comentario del señor Diputado Gallo en cuanto a si realmente los servicios de salud se compran o 
se venden, hay que tener en cuenta que el afiliado no va a ser el comprador de los servicios sino que va a ser 
un aportante de una contribución a la seguridad social; y va a haber un comprador único de salud, que sí va a 
comprar servicios porque va a comprar cuotas. Y adviértase el cambio que existe en la materia en la medida 
en que a partir del 1* de julio estas cuotas van a tener IVA, impuesto que, precisamente, grava las actividades 
comerciales. 


Entonces, vamos a tener compraventas de servicios de salud, y va a haber que pagar por las cuotas, al igual 
que los afiliados en el futuro van a tener que pagar por las tasas moderadoras. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Solo quiero hacer una pregunta. 


Por motivos personales yo ingresé a Sala después de unos minutos de comenzada la sesión. Es por eso que no 
sé si el invitado hizo referencia -y lo pregunto— o si tiene alguna apreciación sobre el artículo 14 del 
borrador que está en discusión, punto que nos interesó sobremanera, y así se lo hicimos saber a todos los 
invitados que recibimos. Según ese borrador, los eventuales excedentes operativos de ASSE van a tener tres 
destinos; no sé si se ha hecho referencia a este punto. 


SEÑOR EGUREN.- No, señor Diputado. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Al ser asignados los excedentes exclusivamente a ASSE, según el 
proyecto que casi con seguridad se va a votar hoy -el del FONASA-, y como este organismo, según el 
literal c) del artículo 14, ante eventuales excedentes, podría hacer transferencias al Gobierno central, 
planteamos que puede haber una segunda inequidad con respecto al resto de las instituciones que 
integran el Sistema Nacional Integrado de Salud. Decimos esto porque se podría dar una paradoja: 
hay dineros de los excedentes que irían exclusivamente a ASSE, y ante un eventual excedente de 
servicio, este organismo, a su vez, podría transferirlos al Gobierno central; y esto implicaría cierta 
injusticia con respecto al resto de los integrantes del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR EGUREN.- Al principio hicimos una consideración respecto a la posición de FEMI con 
relación a los excedentes que establece el proyecto de ley_sobre ampliación de la seguridad social y 
creación del FONASA; reiteramos que creemos que es una solución injusta porque establece un 
sistema de inequidad y de desequilibrio para las instituciones al recibir un proveedor un beneficio, 
además de las partidas presupuestales, más las cápitas por la venta de servicios. O sea que va a tener 
un triple ingreso, mientras que las instituciones recibirían uno solo. Así, dentro de esa crítica general al 
proyecto, creo que queda subsumido este comentario al artículo 14. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio quiero aclarar -ya lo he escuchado otras veces- que el ente 
regulador es el Ministerio de Salud Pública; que uno pueda sospechar que no cumpla sus funciones, 
bueno, para eso estamos nosotros. Pero, en realidad, lo que se asimila acá a la URSEA o a la URSEC es 
el Ministerio de Salud Pública, que debería tener un solo rasero para todo el mundo. 


De pronto, acepto que no se lo vea en ese marco, pero es el que le va a dar la ley, y por eso se separa a ASSE 
del Ministerio; se descentraliza, ya no solo desconcentrado sino que ahora será descentralizado. Y el 
Ministerio regulará a todos por igual; si no, estaremos nosotros para que eso se cumpla. 


SEÑOR EGUREN.- Nosotros tenemos la visión de que aun ante la solución de la creación de ASSE 
como servicio descentralizado, es decir, dándole un grado de autonomía mayor al que tienen los 
órganos desconcentrados y sin llegar a ser Ente Autónomo, la responsabilidad política siempre recae 
sobre el Ministro de Salud Pública, ya sea responsable como policía de la salud, como regulador o como 
prestador. 


Por lo tanto, consideramos conveniente que esas funciones se desarticulen, como ha sucedido en otros 
Ministerios con actividades de naturaleza similar; en esos casos la regulación de la competencia es controlada 
o verificada por un órgano público que sale de la cabeza ministerial para ubicarse dentro del ámbito de la 
Presidencia de la República. Esa es nuestra posición. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Usted dijo que la función es como prestador; el Ministerio de Salud 
Pública no va a ser más prestador; precisamente, la descentralización apunta a eso. 


SEÑOR EGUREN.- La responsabilidad política por el prestador sigue siendo del Ministerio; es decir 
que la vinculación de ASSE con el Poder Ejecutivo es a través del Ministerio de Salud Pública. Por lo 
tanto, si mañana esta Comisión o el Parlamento entienden necesario convocar al responsable político 
por cualquier evento que haya sucedido dentro del servicio descentralizado ASSE, va a tener que 
concurrir el Ministro de Salud Pública. Por eso nos parece conveniente que esas dos funciones estén 
separadas. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quisiera saber qué pasaría si en el futuro, estando en vigencia el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, ocurriera en el sector privado un hecho grave -o no- que pusiera 
a este Parlamento en la necesidad de conocerlo, ¿quién va a ser el responsable? También el Ministro de 
Salud Pública. 


SEÑOR EGUREN.- Claro. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- O sea, no solamente para ASSE sino también para el sector privado, 
porque el sistema estará regulado por una Junta Nacional que, a su vez, estará fiscalizada por el 
Ministerio. Por tanto, me parece que para los dos sistemas, tanto el privado como el público, el 
responsable final será el Ministerio de Salud Pública, salvo que me equivoque en la interpretación. 


SEÑOR EGUREN.- No; no está equivocado. Pero señalo que la ley que crea el Sistema Nacional 
Integrado de Salud no menciona cuál es la vinculación que tiene la Junta Nacional de Salud con el 
Poder Ejecutivo; es una carencia. Podría ser tanto el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como el 
de Salud Pública. Lo que nosotros percibimos es que cuando exista algo que vincule la competencia 
entre ambos sectores, público y privado, no debiera ser el Ministro el responsable. La policía de la 
salud la va a seguir ejerciendo el Ministerio de Salud Pública, porque es su competencia constitucional, 


además de lo establecido en la Ley N” 9.202. Pero cuando se presenta una suerte de conflicto de 
intereses porque quien es el responsable político del Ministerio tiene, a su vez, la potestad de controlar 
a los prestadores privados y ser responsable del público, debería resolverse una manera más objetiva. 
Por eso la solución que se ha dado Uruguay en la materia es ubicar a las unidades reguladoras fuera 
del ámbito del Ministerio; este camino ya se ha seguido en otros ministerios, por ejemplo, el de 
Industria, Energía y Minería. Parece que esa es la objetividad que le daría garantías al sistema. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Quiero poner un ejemplo porque el invitado, en su calidad de abogado, 
nos puede ilustrar al respecto. 


Los parlamentarios en nuestra actividad cotidiana comúnmente realizamos pedidos de informes ante una 
presunta irregularidad -voy a poner un vulgar y burdo ejemplo- en el ente ANTEL, pero no los pedimos 
directamente al ente, sino que lo hacemos a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería, en ese caso. 
O sea que la responsabilidad política última, en el supuesto caso de que yo como parlamentario le pida un 
informe por una presunta irregularidad a la empresa ANTEL, es del Ministro de Industria, Energía y Minería; 
es él quien debe responder ante el Parlamento. En cambio, si una empresa como CTI Móvil, por ejemplo, 
comete una irregularidad que yo puedo estar observando como ciudadano, ya no como parlamentario, no 
puedo llamar a responsabilidad al Ministro de Industria, Energía y Minería. 


Pienso que ese es el ejemplo que usted nos quiere dar. En este caso, sobre el servicio descentralizado ASSE 
un parlamentario podría pedir informes con respecto a determinada circunstancia y, en definitiva, el Ministro 
de Salud Pública tiene que responder. En cambio con la Asociación Española Primera de Socorros Mutuos o 
la institución de asistencia médica colectiva de Canelones, integrante de FEMI, no ocurre lo mismo. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Sí ocurre; en el nuevo sistema va a ocurrir lo mismo. 


SEÑOR EGUREN.- La creación de las unidades reguladoras en el ámbito de Presidencia implica la 
existencia de una voz objetiva de alguien que en ciertos temas pueda opinar técnicamente sin estar 
sometido a determinadas jerarquías dentro del propio Ministerio. 


Se dio un caso recientemente dentro de un área reguladora; hubo dos posiciones, la del Ministerio y la de la 
unidad reguladora y, en definitiva, el Presidente zanjó el diferendo mediante resolución del Poder Ejecutivo e 
hizo prevalecer la posición que no era la de la unidad reguladora. Pero existe ese ámbito técnico en el que se 
brindan asesoramientos, se plantean decisiones y posibilidades de actuar sobre los prestadores de los 
servicios. Entonces, no va a ser lo mismo cuando haya que discutir respecto a si una institución de asistencia 
médica colectiva realizó correctamente los actos médicos, que cuando haya que discutir si aplicó 
correctamente las reglas en materia de competencia, es decir, la fijación de los precios o la regulación de las 
tasas moderadoras. Creemos que eso no debería estar todo concentrado en el Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- O sea que, tal vez, habría que discutir la creación de la unidad 
reguladora para el área de la salud. 


SEÑOR EGUREN. Eso es lo que propone FEMI. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Eguren; nos volveremos a encontrar en 
otras instancias. 


SEÑOR EGUREN.- Con mucho gusto y les agradezco la invitación. 
(Se retira de sala el doctor Eguren) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar por finalizada la sesión el señor Diputado Maseda quiere hacer 
un planteamiento. 


SEÑOR MASEDA.- En el departamento de Artigas, en un medio de comunicación, se nos hace a 
nosotros una denuncia pública debido a dos hechos ocurridos en el Hospital de Bella Unión. Nos 


comprometimos a tomar esa denuncia -no podemos eludir esa responsabilidad- que se hizo en un 
medio periodístico frente a toda la ciudadanía del departamento. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- ¿Cuando dice "nosotros" se refiere a usted? 


SEÑOR MASEDA.- Así es, digo nosotros en términos generales, pero la recibo yo en forma personal 
como Diputado, amparado en el Decreto 500/91, como funcionario público. Eso ameritó que 
hiciéramos una declaración pública -cuya copia entregamos a la Mesa- y que nos contactáramos con el 
Ministerio de Salud Pública, con el Director del Hospital de Bella Unión y con el Director del Hospital 
de Artigas; también remitimos copia de la declaración pública a los doctores Tabaré González y 
Baltasar Aguilar. La vamos a acompañar por una nota -también está vinculado con esto- firmada por 
un médico, sobre el fallecimiento de uno de los pacientes. Recibimos fotocopias de la documentación 
que le fue entregada a un familiar. En la nota solicitamos una investigación administrativa sobre los 
hechos que sucedieron. 


Recibimos una nota del doctor Baltasar Aguilar en la que nos dice que ha recibido la documentación, que 
remitimos en su momento, en torno a la situación del Hospital de Bella Unión. Dice: "Nos cumple informarle 
que la semana pasada se decidió realizar dos investigaciones administrativas vinculadas a los hechos de 
notoriedad". Esta es la respuesta que nos da el Ministerio. También hay un documento de la Ministra, donde 
habla del tema de la investigación, se hace referencia a la mala praxis, y se manifiesta que se procederá a 
formar una Comisión dentro del Ministerio de Salud Pública. 


Este es un procedimiento que entendimos debíamos llevar a cabo como Diputados y nos comprometimos a 
informar al respecto a los señores integrantes de esta Comisión. 


El tema está solucionado desde el punto de vista de la respuesta que da el Ministerio de Salud Pública. En los 
contactos que mantuvimos con el Director del Hospital de Bella Unión, comprobamos que también estaba de 
acuerdo con hacer una investigación administrativa; la doctora Curbelo, del Hospital de Bella Unión -quien 
es Directora de ASSE-, se mostró dispuesta a realizar una investigación administrativa. Es decir que todas las 
autoridades de nuestro departamento vinculadas a estos insucesos acordaron en cuanto al camino que se 
siguió para tratar de esclarecer estas situaciones. No podemos acusar a nadie, pero sin lugar a dudas se trató 
de una noticia que produjo una conmoción social muy fuerte en el departamento de Artigas. 


Esta es la constancia que quería dejar en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


